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Resumen 

 

El presente artículo tiene como propósito comprender de manera objetiva el plazo razonable de 

los criterios de priorización en la indemnización administrativa en las vigencias 2020, 2021 y 

2022, los cuales se encuentran establecidos en la Resolución 1049 de 2019 modificada por la 

Resolución 00582 de 2021, expedidas por la Dirección General de la Unidad Para La Atención 

Y Reparación Integral A Las Víctimas, y que son analizados por la Comisión de Seguimiento y 

Monitoreo a la Implementación de la Ley 1448 de 2011 “Ley de Víctimas y Restitución de 

Tierras”; en el desarrollo de este artículo académico, se aborda un tema muy importante y 

sensible, por ello, es imprescindible enfocamos en nociones, comprendidas como: plazo 

razonable, víctima del conflicto armado interno, indemnización administrativa en el marco de la 

reparación integral y criterios de priorización, esto, abordado desde el procedimiento 

administrativo aplicable. 
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Abstract 

 

The purpose of this article is to objectively understand the reasonable term of the prioritization 

criteria for administrative compensation in 2020, 2021 and 2022, which are established in 

Resolution 1049 of 2019 modified by Resolution 00582 of 2021, issued by the General Direction 

of the Unit For The Attention And Integral Reparation To Victims, and which are analyzed by the 

The Commission and Monitoring of the Implementation of Law 1448 of 2011 "Victims and Land 



Restitution Law"; in the development of this academic article, a very important and sensitive 

issue is addressed, therefore, it is essential to focus on notions, including notions such as: 

reasonable term, victim of the internal armed conflict, administrative compensation in the 

framework of comprehensive reparation and prioritization criteria, this, approached from the 

applicable administrative procedure. 
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Introducción 

 

La palabra víctima, en Colombia, supone un sinfín de emociones, inquieta, conmueve y 

representa una complejidad particular que obedece a más de medio siglo de conflicto armado 

interno, a la violencia, a los desplazamientos, homicidios, secuestros, desapariciones, 

reclutamientos de niños y niñas, torturas, delitos contra la libertad e integridad sexual, por 

mencionar algunos, que afectan íntegramente a nuestra sociedad.  

En este escenario, surgen preguntas que trascienden las definiciones convencionales y 

que resuenan en la intersección de lo social, lo político y lo jurídico: ¿Quiénes son víctimas, con 

ocasión del conflicto armado interno en Colombia? ¿Cómo podemos reparar a las víctimas, en 

nuestro país, a través de una compensación económica? ¿Cuál es el procedimiento 

administrativo aplicable? ¿Cuáles son los criterios de priorización exigibles? Estos 

interrogantes, no solo requieren de una respuesta conceptual, sino que también exigen un 

análisis profundo de lo legal, de las implicaciones que conlleva el reconocimiento y la 



reparación de las víctimas en un contexto doloroso, arduo y remiso, por las circunstancias 

históricas que se le atañen, enfocándonos en el plazo razonable de la ejecución.   

Es indiscutible que la medida de indemnización administrativa, con fines reparativos, 

goza de plena protección constitucional, convirtiéndose para nuestro criterio, en uno de los 

instrumentos más idóneos para el restablecimiento de derechos constitucionales y 

convencionales que han sufrido violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales 

de Derechos Humanos en el marco del conflicto armado colombiano, pues con esta medida 

podría ocurrir que la persona acreedora de la compensación económica recobre su proyecto de 

vida. 

En el presente trabajo de investigación, se busca abarcar los criterios de priorización en 

la medida de reparación por indemnización administrativa a víctimas con ocasión del conflicto 

armado interno, y su compatibilidad con el derecho a un plazo razonable.  

 

Metodología 

 

El método de investigación utilizado en el presente artículo, corresponde al 

denominado: analítico, puesto que nos permite integrar elementos que previamente se han 

desglosado para ser estudiados individualmente, con la finalidad de comprender la relación que 

existe entre sí; hemos respaldado el método con un enfoque mixto, que combina tanto 

elementos cualitativos como cuantitativos, a través del cual pretendemos brindar un análisis 

obtenido del equilibrio entre los aspectos subjetivos que reflejan la normatividad que regula los 

procedimientos de indemnización administrativa y sus criterios de priorización con datos no 

numéricos, asimismo los aspectos objetivos que se basan en datos numéricos concretos que 

revelan el plazo razonable. 

El tipo de investigación empleado en este artículo se enmarca en el socio-jurídico- 

descriptivo, a través de este, logramos recolectar, analizar y detallar el tema que nos ocupa, 



como es, el marco normativo que regula el plazo razonable, los procedimientos de 

indemnización por vía administrativa a víctimas del conflicto armado colombiano, y los criterios 

de priorización.  

En el curso de esta investigación, hemos recurrido al uso de fuentes primarias y 

secundarias como fuente de información para nuestro estudio, utilizando información numérica 

y datos no numéricos, como fuentes primarias tenemos la respuesta de un derecho de petición 

propio, interpuesto ante la Unidad Para La Atención Y Reparación Integral A Las Víctimas y 

que fue resuelta por la Directora Técnica De Registro Y Gestión De La Información Unidad 

Para Las Victimas, y como fuentes secundarias, información contenida en los Informes de 

Seguimiento número ocho, nueve y diez, entregados al congreso de la república por la 

Comisión de Seguimiento y Monitoreo a la Implementación de la Ley 1448 de 2011 “Ley de 

Víctimas y Restitución de Tierras”.  

Esta fuente, además, proporciona un contexto y una base sólida para nuestro análisis 

objetivo de la implementación de los criterios de priorización, ya que recopilan y sintetizan 

datos y conocimientos previamente investigados y publicados por expertos en el tema de 

estudio. Esto ha permitido acceso a una variedad de perspectivas y hallazgos relevantes que 

complementan el artículo científico. 

Respecto a las técnicas utilizadas, hemos empleado el análisis de contenido de textos 

mediante teorías, doctrinas, normatividad, legislación, y demás fuentes legales, obteniendo una 

comprensión más precisa y detallada de los aspectos relevantes para nuestro tema de 

investigación, puesto que nos permiten conocer el marco normativo que regula el plazo 

razonable, los procedimientos de indemnización por vía administrativa a víctimas del conflicto 

armado colombiano, y los criterios de priorización.  

 

Resultados 

 



Víctimas  

 

En el contexto colombiano, el término "víctima" adquiere una profundidad y complejidad 

particular debido a la larga historia de conflicto armado, violencia y desplazamiento que ha 

afectado a la nación. En este escenario, surge una pregunta fundamental que trasciende las 

definiciones convencionales y que resuena en la intersección de lo social, lo político y lo 

jurídico: ¿Quién es víctima en el marco del conflicto armado interno en Colombia? Esta 

cuestión no solo requiere una respuesta conceptual, sino que también exige un análisis 

profundo de las implicaciones que conlleva el reconocimiento y el tratamiento de las víctimas 

en un contexto marcado por la dificultad de las circunstancias históricas específicas y la 

búsqueda de la justicia transicional. 

Si bien no debemos desconocer que en nuestro país ha habido conflicto interno por 

décadas que ha dejado a su paso un sinfín de víctimas, para lo que nos ocupa en el presente 

escrito abordaremos la definición de víctima, de conformidad con la Ley de Víctimas y 

Restitución de Tierras (L. 1448, art.3, 2011), la cual reza qué sujetos o actores se consideran 

víctimas dentro del conflicto armado interno y quiénes no se consideran víctimas, también a 

partir de qué fecha se adquiere esta condición, qué ocurre con las víctimas anteriores a la 

fecha establecida, quiénes no son víctimas en razón a las circunstancias u ocurrencia del 

hecho, entre otras especificaciones contenidas en los parágrafos.  

Sobre el concepto de víctimas, es relevante reconocer que en el marco del conflicto 

armado interno, son aquellas que tienen derecho a ser reparadas de manera integral e 

individual o colectivamente, por el daño que han sufrido pero, para el caso de personas que 

hayan sido víctimas por hechos ocurridos antes del 01 de enero de 1985, estas tienen derecho 

a la verdad, medidas de reparación simbólicas y a las garantías de no repetición previstas en la 

Ley de Víctimas y Restitución de Tierras (L. 1448, 2011), como parte del conglomerado social y 

sin necesidad de que sean individualizadas, esto es que si bien son víctimas debidamente 



reconocidas, en razón a que los hechos victimizantes ocurrieron con anterioridad a 1985 

cuentan con formas de reparación distintas a la actual reparación integral individual o colectiva. 

Como se observa en la Tabla 1, en la actualidad hay una gran cantidad de víctimas 

reconocidas e inscritas en el Registro Único de Víctimas RUV, con ocasión a hechos 

victimizantes posteriores al 01 de enero de 1985 y hasta agosto de la vigencia 2023. 

 

Tabla 1. 

 

Víctimas reconocidas con ocasión al conflicto armado interno en el territorio nacional. 

Año ocurrencia 

 

Número de víctimas por total de años de 

ocurrencia  

 

01 enero de 1985 a 31 agosto de 2023 

 

9.555.446 

Nota: La tabla representa el número de víctimas por el total de años de ocurrencia hasta agosto de 2023, la suma de 

los valores de la tabla refleja el total de personas reconocidas como víctimas e incluidas en el Registro Único de 

Víctimas, las cuales han sido identificadas por única vez a través de documento de identificación o por su nombre, o 

la combinación de ambos datos. Adaptado de “Datos para la paz” por Red Nacional de Información (2023). 

 

Para lo que nos ocupa en el presente artículo, es pertinente, detallar para las vigencias 

2020, 2021 y 2022, cuántas víctimas fueron reconocidas e inscritas en el Registro Único de 

Víctimas RUV, lo que se encuentra consignado en la Tabla 2.  

 

Tabla 2. 

 



Víctimas reconocidas con ocasión al conflicto armado interno en el territorio nacional, 

en las vigencias 2020, 2021 y 2022. 

 

Año ocurrencia 

 

Número de víctimas por año de ocurrencia  

 

2020 

 

153.507 

2021 239.428 

2022 324.990 

Nota: La tabla representa el número de víctimas para las vigencias 2020, 2021 y 2022 respectivamente, la suma de 

los valores de la tabla no refleja el total de víctimas únicas debido a que una persona puede haber reportado hechos 

en varios años. Adaptado de “Respuesta a derecho de petición Código LEX: 7616165 D.I #: 1026297155 M.N. N/A” 

por Dirección Técnica De Registro Y Gestión De La Información, Unidad Para Las Victimas (2023). 

 

Para ser una persona víctima titular de derechos en el marco de la Ruta de las medidas 

de atención, asistencia y reparación integral, se debe estar inmerso en un procedimiento que 

reconozca esta calidad, de conformidad con los parámetros establecidos en la ley, 

especialmente en la Ley 1448 de 2011 vigente y prorrogada hasta el 10 de junio de 2031 por la 

Ley 2078 de 2021. 

El inicio de la ruta de las medidas de atención, asistencia y reparación integral para las 

víctimas, se surte con la solicitud de inscripción en el Registro Único de Victimas RUV, la Corte 

Constitucional, ha reconocido que “la inscripción en este listado se ha constituido como 

elemento esencial de reivindicación de las víctimas en razón de las prerrogativas que supone” 

(CC T-169/19, 2019). 

Así mismo, la Corte Constitucional indica que: 

 "Debe tenerse en cuenta que la inscripción en el RUV no confiere la calidad de 

víctima. De hecho, ésta se adquiere con la ocurrencia del hecho victimizante. A 



contrario sensu, la inclusión en aquél registro sólo consiste en un trámite 

administrativo, mediante el cual se declara la condición de víctima de una 

persona, para permitir su acceso a los beneficios legales y los diferentes 

mecanismos de protección de derechos de carácter específico, prevalente y 

diferencial.” (CC T-018/21, 2021). 

 

Indemnización administrativa 

 

La reparación a través de indemnización por vía administrativa, es la compensación 

económica otorgada a víctimas del conflicto armado interno. Específicamente, la reparación por 

indemnización administrativa, de acuerdo al Anexo 3: Marco Normativo Montos De 

Indemnización Por Hecho Victimizante, del Procedimiento Entrega De Indemnización 

Administrativa, expedido por la Unidad para la Atención y la Reparación Integral a las Víctimas 

(2015), será reconocida y entregada por los hechos victimizantes tipificados como se observa 

en la tabla 3, además de los montos o salarios mínimos legales mensuales vigentes a pagar en 

virtud de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras (L. 1448, 2011). 

 

 Tabla 3. 

 

Hechos victimizantes y montos reconocidos para la indemnización por vía administrativa  

 

Ley 1448 de 2011 SMLMV 

 

Homicidio 

 

Hasta 40 

Desaparición Forzada Hasta 40 



Tortura, tratos crueles o degradantes Hasta 30 

Secuestro Hasta 40 

Delitos contra la libertad e integridad sexual y reproductiva Hasta 30 

Reclutamiento ilegal de menores Hasta 30 

Lesiones que causaron incapacidad Hasta 40 

Lesiones que no causaron incapacidad Hasta 30 

Desplazamiento forzado 27 o 17 

Nota. La tabla presenta los hechos victimizantes para acceder a la indemnización por vía administrativa y montos 

reconocidos por la ley. Adaptado de “Anexo 3: Marco normativo montos de indemnización por hecho victimizante”, 

del Procedimiento entrega de indemnización administrativa, expedido por la Unidad para la Atención y la Reparación 

Integral a las Víctimas (2015). https://www.unidadvictimas.gov.co/wp-content/uploads/2017/08/289anexo3-

marconormativomontosdeindemnizacionporhechovictimizantev3.pdf  

 

En el párr. 470 del Cuadernillo de Jurisprudencia de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos No. 32: Medidas de reparación, encontramos que, dentro de la línea 

jurisprudencial aplicable en las medidas de reparación, se consigna:  

 “El Derecho Internacional contempla la titularidad individual del derecho a la 

reparación. Sin perjuicio de ello, el Tribunal indica que, en escenarios de justicia 

transicional en los cuales los Estados deben asumir su deber de reparar 

masivamente a números de víctimas que exceden ampliamente las capacidades 

y posibilidades de los tribunales internos, los programas administrativos de 

reparación constituyen una de las maneras legítimas de satisfacer el derecho a 

la reparación” (2021). 

De manera coherente con lo resaltado por la Corte Interamericana De Derechos 

Humanos, se debe entender que la reparación pecuniaria para cada hecho victimizante 

previamente establecido en nuestra legislación, debe ser serio, importante, valioso y verdadero, 

https://www.unidadvictimas.gov.co/wp-content/uploads/2017/08/289anexo3-marconormativomontosdeindemnizacionporhechovictimizantev3.pdf
https://www.unidadvictimas.gov.co/wp-content/uploads/2017/08/289anexo3-marconormativomontosdeindemnizacionporhechovictimizantev3.pdf


para que cumpla una función real que sobrevenga a las consecuencias negativas que dejaron 

las violaciones de derechos humanos en la vida de la víctima directa e indirecta. 

La Ley de Víctimas y Restitución de Tierras (L. 1448, 2011), es la que otorga bases 

legales para crear una política pública de reparación integral a las víctimas, y especialmente a 

la reparación por indemnización administrativa, correspondiendo al Estado ser el garante en los 

programas administrativos creados para reparar integralmente, lo que es pormenorizado en los 

artículos 26 y 161 numeral 12 y 172 de la Ley 1448 de 2011, en concordancia con el artículo 

2.2.1.10 del Decreto Único Reglamentario 1084 de 2015, el cual dispone que: 

“Todas las entidades estatales, tanto del nivel nacional como del territorial, 

tienen la responsabilidad de prevenir, asistir, atender y reparar integralmente a 

las víctimas en los términos de los artículos 3 y 9 de la Ley 1448 de 2011, 

conforme a sus competencias y responsabilidades. El principio de 

corresponsabilidad debe ejecutarse teniendo en cuenta el interés general de la 

Nación y la autonomía territorial.” (2015). 

Pese a ello, con anterioridad a la promulgación de la Ley de Víctimas y Restitución de 

Tierras (L.1448, 2011), la Corte Constitucional, realizó control constitucional a la Ley 975 De 

2005 “Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos 

armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución 

de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios”, en este 

ejercicio realizado por la alta corte, encontramos un amplio contenido muy relevante, de 

acuerdo con la Ley de Justicia y Paz (L.975, 2005), y entre otros, expresa que:  

“Al Estado le corresponde responder no sólo cuando es directa o indirectamente 

responsable de los hechos, bien sea por acción u omisión, sino también cuando 

los responsables no cumplen con su obligación de reparar o no cuentan con los 

recursos suficientes para hacerlo.” (CC, C-370/06, 2006). 



Este pronunciamiento de la Corte, es la principal razón ocupada en este artículo, para 

asignar a Ley de Víctimas y Restitución de Tierras (L.1448, 2011), el título de bases legales 

para la creación de la política pública de reparación integral y especialmente de la reparación 

por indemnización administrativa, pues la Corte Constitucional indicaba que cuando los 

responsables no cumplían con su obligación de reparar sería el Estado el responsable de 

reparar, pero con la promulgación de esta ley, se prescinde de acudir ante los perpetradores 

con el ánimo de ser reparado por los daños, sin esto significar bajo ningún punto que la 

reparación conlleve al reconocimiento por parte del Estado de una responsabilidad 

extracontractual derivada del daño antijurídico e imputable, de conformidad en el artículo 90 de 

la Constitución Política, toda vez que de manera explícita y categórica se dispone esto, en el 

artículo 9 de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras (L.1448, 2011), esto es que, el 

reconocimiento por parte del Estado de la calidad de víctima, no puede traducirse en una 

prueba ante ninguna autoridad de la responsabilidad extracontractual del Estado o de sus 

agentes.  

Podemos encontrar en las consideraciones de la Corte IDH, en Caso de las 

Comunidades Afrodescendientes desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación 

Génesis) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 20 de noviembre de 2013. Serie C No. 270, que la Corte “reconoce y valora los avances 

llevados a cabo por el Estado en materia de reparación de víctimas del conflicto armado, los 

cuales se han venido desarrollando, con más ahínco, a partir de la promulgación de la Ley de 

Víctimas” considerando en igual modo la Corte, que nuestro Estado ha llegado a esta situación, 

“producto de una evolución del conflicto y de las medidas tomadas por el gobierno no solo para 

combatirlo, sino también para que independientemente de lo que suceda con aquél, las 

víctimas tengan derecho a una reparación” 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, con una significación muy necesaria 

para el Estado y especialmente para las víctimas, se pronunció sobre la vigente ley dándole un 



valor agregado a la misma, pues se exaltan los esfuerzos impartidos por el país para tras 

muchos años de violencia y sufrimiento, contar con las bases legitimas para crear políticas 

públicas de reparación integral a las víctimas, incluida la compensación pecuniaria o 

indemnización por vía administrativa.  

 

Plazo razonable 

 

El plazo razonable en los procesos de indemnización a víctimas del conflicto armado 

colombiano por vía administrativa, es un tema de gran relevancia en el contexto social y jurídico 

de nuestro país.  

Para iniciarnos en el concepto de “plazo razonable”, debemos primeramente reconocer 

que, Colombia se rige por normas constitucionales y supraconstitucionales, es por esto que, el 

Estado Colombiano es miembro del Sistema Interamericano de los Derechos Humanos, y ha 

firmado y ratificado tanto la Convención Americana sobre Derechos Humanos, como la 

competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Siguiendo esa secuencia y de 

acuerdo con Becerra y Miranda (2013, p.21): 

“Los órganos del Estado, según se sitúen en el ámbito del Ejecutivo, el 

Legislativo o el Judicial, en cumplimiento de los instrumentos internacionales, 

deben realizar actos positivos de protección, adecuaciones legislativas, 

modificaciones de prácticas administrativas o la tutela jurisdiccional de los 

derechos que se ha obligado a respetar el Estado.” (2013).  

El plazo razonable, es una concepción y un criterio, que está soportado mayormente en 

jurisprudencia, no solo de la Corte IDH, sino también de la Corte Constitucional, y cuyos 

efectos son legales, puesto que el plazo razonable, actúa como un componente esencial del 

derecho al debido proceso administrativo.  



En Colombia, el plazo razonable se alude a la Constitución Política en su artículo 29, el 

cual dispone expresamente que el debido proceso se aplica “a toda clase de actuaciones 

judiciales y administrativas”, por ello, el debido proceso administrativo, se aplica a todas las 

actuaciones efectuadas en sede administrativa y, bajo el mandato claro de nuestra constitución, 

este procedimiento debe estar investido de un conjunto de garantías dentro de las cuales se 

exige que los procedimientos se surtan “sin dilaciones injustificadas”, como encontramos 

expresado en el mismo artículo 29. 

No obstante, el derecho explícito a que los procedimientos administrativos y 

especialmente a que los actos administrativos que contengan decisiones de fondo, sean 

expedidos y ejecutados en un término razonable, sin dilaciones injustificadas, se encuentra 

consagrado en el Pacto de San José de Costa Rica, el cual reza que: 

 “Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de 

un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 

imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 

cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus 

derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro 

carácter”. (Convención Americana sobre Derechos Humanos, art. 8 núm. 1, 

1969) 

La Corte IDH, en el caso García Y Familiares Vs. Guatemala, en sentencia del 29 de 

noviembre de 2012 (fondo, reparaciones y costas), entiende que, “el plazo razonable al que se 

refiere la Convención, se debe apreciar en relación con la duración total del procedimiento que 

se desarrolla hasta que se dicta la sentencia definitiva” (CIDH, párr. 152., 2012) 

Ahora bien, respecto del plazo razonable en los procesos de indemnización 

administrativa a víctimas del conflicto armado colombiano, podemos referirnos a la  

Sentencia C-753 de 2013 (M.P. Mauricio González Cuervo) de la Corte Constitucional,  pues en 

esta demanda de inconstitucionalidad a algunos artículos de la Ley de Víctimas y Restitución 



de Tierras (L. 1448, 2011), la Alta corte, encontró que para la reparación a las víctimas se 

deben atender programas masivos característicos de contextos de violencia generalizada y 

sistemática, los cuales se encuentran a cargo del Estado, no obstante, particularmente para la 

reparación por indemnización administrativa: “se reconoce la imposibilidad de que un Estado 

pueda reparar y particularmente indemnizar por completo a todas las víctimas en un mismo 

momento.” (2013) Es por ello que, “cuando un Estado se enfrenta a la tarea de indemnizar a 

millones de personas y no cuenta con los recursos suficientes, es factible plantear estrategias 

de reparación en plazos razonables y atendiendo a criterios de priorización.”  (CC, C-753/13, 

2013) 

No pretende la Corte desatender los derechos de las víctimas, sino por el contrario, 

plantea que se debe garantizar que todas las personas víctimas beneficiarias de la reparación 

por indemnización administrativa, sean reparadas, en un orden previamente establecido, en 

garantía de los fines esenciales del Estado. 

De manera congruente, en Auto 206 de 2017 de la Corte Constitucional, precisó que el 

propósito de la indemnización administrativa "no consiste en satisfacer las necesidades más 

inmediatas de las personas desplazadas, sino en restablecer su dignidad, compensando 

económicamente el daño sufrido, para así fortalecer o reconstruir su proyecto de vida” empero, 

no con esto desconoció la existencia de víctimas que enfrentan una situación de vulnerabilidad 

o de debilidad manifiesta, las cuales no logran obtener recursos propios que garanticen su 

sustento, como lo es el caso de adultos mayores, personas discapacitadas o personas que 

sobrelleven enfermedades catastróficas. 

Por esto, el Tribunal Constitucional ordenó mediante Auto 206 de 2017, al Director de la 

Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas que, en coordinación con el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y del Departamento Nacional de Planeación, 

reglamentara el procedimiento que deben agotar las víctimas para la obtención de la 



indemnización administrativa, con criterios puntuales y objetivos, cuyas fases se deben tramitar 

en periodos determinados. 

En este sentido, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, debió 

expedir la Resolución 01958 de 2018 ajustando los criterios de priorización de conformidad con 

lo señalado en el Auto 206 de 2017 y con la posibilidad operativa, técnica y presupuestal con 

que cuenta la Entidad, creando un procedimiento con reglas técnicas y operativas en garantía 

del debido proceso administrativo para las víctimas, con criterios de priorización en su 

otorgamiento, con sujeción a los principios de gradualidad, progresividad y sostenibilidad fiscal.   

Al poco tiempo de expedirse esta resolución, consideró la Unidad que era carente de 

claridades fundamentales dentro del procedimiento, por lo que se creó un nuevo acto 

administrativo con el cual se unificó el procedimiento y se derogó la Resolución 1958 de 2018, 

en búsqueda de brindar mayores precisiones a las víctimas, y resolver de fondo sus solicitudes 

a través de actos administrativos definitivos. 

Como resultado, nació la vigente resolución 1049 de 2019 "Por la cual se adopta el 

procedimiento para reconocer y otorgar la indemnización por vía administrativa, se crea el 

método técnico de priorización, se deroga las Resoluciones 090 de 2015 y 01958 de 2018 y se 

dictan otras disposiciones.” Modificada por la Resolución 00582 del 2021 “Por la cual se 

modifica la Resolución 1049 de 2019 en lo que tiene que ver la situación de urgencia manifiesta 

o extrema vulnerabilidad en virtud de la edad y se dictan otras disposiciones”. 

 

Criterios de priorización  

 

La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de las 

Víctimas, adscrita al Departamento de la Prosperidad Social (DPS), en ejercicio de las 

facultades constitucionales y legales, en particular las de los artículos 132 y 168 de la Ley 1448 

de 2011, estableció el procedimiento para el reconocimiento y otorgamiento de la 

https://jurinfo.jep.gov.co/normograma/compilacion/docs/ley_1448_2011.htm#132
https://jurinfo.jep.gov.co/normograma/compilacion/docs/ley_1448_2011.htm#168


indemnización administrativa a través de la Resolución 1049 de 2019, modificada por la 

Resolución 00582 de 2021.  

En este procedimiento se han establecido, tres rutas de atención o de acceso para la 

toma de la solicitud, las cuales se denominan i) Ruta Prioritaria, ii) Ruta General y iii) Ruta 

Transitoria. Los criterios principales, para determinar quiénes pueden acceder a cada una de 

estas rutas se encuentran desarrollados en la Tabla 4. 

 

Tabla 4.  

 

Rutas de acceso a las fases del procedimiento de indemnización por vía administrativa, 

por criterios de priorización.  

Tipo de ruta ¿Quiénes pueden acceder? 

i) Ruta Prioritaria 

 

Víctimas que se encuentren en una situación de 

urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad, definidas en el 

artículo 4o de la Resolución 1049 de 2019, como personas que 

tienen 68 años o más. Personas con enfermedades huérfanas, 

de tipo ruinoso, catastrófico o de alto costo, Personas con 

discapacidad debidamente acreditada. 

ii) Ruta General 
Víctimas que no se encuentren con alguna de las 

situaciones descritas para acceder a la ruta priorizada. 



iii) Ruta Transitoria 

En la que se atenderán aquellas víctimas que previo al 6 

de junio del 2018 han adelantado su proceso de documentación 

con la Unidad para las Víctimas. Sin embargo, estas se 

tramitan a través de la Ruta Prioritaria o General, según 

corresponda. 

Nota. La tabla presenta las tres rutas de acceso existentes conforme a los criterios de priorización determinados en 

las Resoluciones 1049 de 2019, y Resolución 00582 de 2021. Elaboración propia.   

 

El procedimiento para acceder a estas rutas se compone de: la solicitud, el 

agendamiento para los hechos que solo se atienden presencialmente (homicidio, desaparición 

y lesiones personales), la atención, análisis del caso, respuesta de fondo, y finalmente, la 

entrega de la medida, en estricto orden. 

La Sentencia T-377/22 emitida por la Corte Constitucional (2022), nos ilustra, entre 

otros, sobre la priorización a personas víctimas, a través de este fallo podemos observar cómo 

ha comprendido la Corte en términos jurisprudenciales, los criterios de priorización, para ello 

reproduce las causales o víctimas priorizadas que ya pudimos conocer en la Tabla 4, sin 

embargo, hace alusión a un aspecto que es de suma importancia, y no se encuentra 

estrictamente estipulado en los actos administrativos estudiados, lo que hace a este fallo muy 

llamativo, en esta categorización que hace la Corte, particularmente indica que: 

“(…) En el caso de los niños, niñas y adolescentes, se tiene previsto que la 

indemnización les sea entregada cuando lleguen a la mayoría de edad, razón 

por la cual, se debe constituir un encargo fiduciario a su favor hasta que se 

cumpla la mencionada condición. No obstante, si se demuestra que el niño, niña 

o adolescente se encuentra en una situación excepcional de vulnerabilidad, que 

corresponde, en sentido similar, a tener una enfermedad huérfana, ruinosa, 

catastrófica o de alto costo, o bien, tener discapacidad y condiciones de salud 



que pongan en riesgo su vida, es posible entregar el valor de la indemnización a 

su representante legal o quien tenga su patria potestad, de manera prioritaria.” 

(2022) 

Por lo que, en concordancia, con lo que ha dicho nuestra Corte Constitucional, debemos 

entender que las pautas de la ruta de priorización se hacen extensibles a los niños, niñas y 

adolescentes.  

 

Método Técnico de Priorización 

 

En la Circular 11 expedida por el Director General de la Unidad Administrativa Especial 

para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (2021), se ha definido que el Método 

Técnico de Priorización, es aquel proceso técnico que: 

 “Se aplica cada año a aquellas víctimas que han recibido acto administrativo de 

reconocimiento del derecho a la medida de indemnización administrativa en el 

año inmediatamente anterior, es decir que la aplicación se da en el año siguiente 

al que fue expedido el acto que reconoce la medida.” (2021) 

Este Método, se diferencia de los criterios de priorización, principalmente por tener el 

propósito de garantizar o materializar un orden de entrega de la indemnización administrativa, 

partiendo no de la urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad, como ocurre en el caso de los 

criterios de priorización, sino de otras situaciones como pueden ser las variables demográficas, 

socioeconómicas y caracterización del hecho victimizante sufrido. 

 

Ejecución en el pago de indemnizaciones por vía administrativa 

 

La Ley 1448 de 2011 “Ley de Víctimas y Restitución de Tierras”, en su artículo 201, 

conformó la denominada Comisión de Seguimiento y Monitoreo, integrada por “1. El Procurador 



General de la Nación o su delegado, quien la presidirá, 2. El Defensor del Pueblo o su 

delegado, quien llevará la secretaría técnica. 3. El Contralor General de la Nación o su 

delegado. 4. Tres representantes de las víctimas de acuerdo con el procedimiento establecido 

en el Título VIII, los cuales deberán ser rotados cada dos años.” Esta Comisión se crea como 

un mecanismo de monitoreo y seguimiento al proceso de diseño, implementación, ejecución y 

cumplimiento de las medidas contenidas en la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras (L. 

1448, art. 201, 2011). 

Según el Décimo Informe de Seguimiento entregado al Congreso de la República 2022-

2023, el 18 de agosto de 2023, informe que en palabras de la Comisión de Seguimiento y 

Monitoreo a la Implementación de la Ley 1448 de 2011: “se ocupa del seguimiento realizado 

por parte de la CSMLV a la implementación de la política pública en los componentes de 

asistencia, atención y reparación a víctimas” (2023), se evidencia que el total de víctimas 

indemnizadas administrativamente para las vigencias 2020, 2021 y 2022, son 331.574. 

Al respecto, la Comisión de Seguimiento y Monitoreo a la Implementación de la Ley 

1448 de 2011 “Ley de Víctimas y Restitución de Tierras”, ha dicho que:  

“El universo de eventos a indemnizar es de 9.789.262, de los cuales, entre 2011 

y 2022 se pagaron 1.195.936, lo que corresponde a un 12%. Porcentaje que se 

mantiene, teniendo en cuenta que el universo de víctimas no es estático y, se 

continúa incluyendo en el RUV por la persistencia del conflicto y victimización de 

la población, y que el presupuesto no aumenta lo suficiente para poder 

indemnizar a un mayor número de víctimas.” (2023) 

Es importante, saber que en nuestro país no existe registro alguno del total de víctimas 

sujetas de indemnización por vía administrativa, independiente del número de hechos 

victimizantes que haya sufrido, por lo que resulta inquietante observar el número de víctimas 

indemnizadas por año y hecho victimizante, como consta en la Tabla 5. 

 



Tabla 5. 

 

Víctimas indemnizadas administrativamente por hecho victimizante 

 

Año  

 

Desplaza- 

miento 

 

Homicidio 

 

Desapari- 

ción 

Forzada 

 

Lesiones 

 

Secuestro 

 

Otros*  

 

Total 

 

2020 98.937 3.531 931 763 563 448 105.183 

2021 93.297 8.392 1.630 105 283 487 104.194 

2022 100.684 3.920 720 178 478 574 122.197 

Total 292.918 15.843 3.281 1.046 1.324 1.509 331.574 

Nota: En esta tabla, se consignan las víctimas indemnizadas por cada hecho víctimizante en 2020, 2021 y 2022, 

observándose que, el desplazamiento forzado es el hecho que más afecta a la población víctima del conflicto. 

*Otros: Tortura, reclutamiento y delitos contra la libertad integridad y formación sexual y en depuración. Adaptado de 

Tabla 143 del “Informe de Seguimiento entregado al Congreso de la República 2022-2023” por la Comisión de 

Seguimiento y Monitoreo (2023). 

 

La UARIV informó el 13 de junio de 2023 a la CSMLV mediante respuesta con radicado 

No. 20230841591, que aproximadamente 8.6 millones de eventos se encuentran pendientes de 

indemnizar hasta este año, sin tener en cuenta que se siguen realizando inscripciones en el 

RUV, por lo que, frente al total de víctimas que no han sido indemnizadas, las 331.574 víctimas 

que sí han recibido compensación económica en los años 2020, 2021 y 2022, son una fracción 

pequeñísima. Sobre esta situación la CSMLV en el Décimo Informe de Seguimiento entregado 

al Congreso de la República 2022-2023, indica que “De seguir con este ritmo preocupa a la 



CSMLV que los pagos podrían tardar hasta 80 años, con el agravante de que en el RUV siguen 

incluyéndose nuevas victimizaciones.” (2023). 

Ahora bien, para referirnos al pago de indemnizaciones, es necesario verificar la 

asignación presupuestal registrada para la política pública de atención a la población víctima, 

como se observa en el acápite de “Presupuesto asignado y ejecutado en el pago de 

indemnizaciones” del Décimo Informe de Seguimiento entregado al Congreso de la República 

2022-2023, en las vigencias 2020, 2021, 2022, fueron asignados aproximadamente 

$937.000.000, $949.000.000 y $1.000.000.0000 de manera respectiva, con una ejecución del 

100%. Sin embargo, la CSMLV expresa en este mismo acápite que: “Se requiere un total de 

$67,4 billones para indemnizar un total de 8.6 millones de eventos pendientes” (2023) 

 

Implementación de la Resolución 1049 de 2019 

 

El procedimiento para acceder a las rutas de acceso a las fases del procedimiento de 

indemnización por vía administrativa, por criterios de priorización, se inicia con la solicitud de la 

víctima, para esto veremos en la Tabla 6, las solicitudes que fueron radicadas ante la UARIV 

durante el 2020, 2021, y 2022, por ruta. 

 

Tabla 6.  

 

Número de solicitudes para acceder a la indemnización por vía administrativa 

 

Año 

 

No. Total de 

solicitudes  

 

No. De solicitudes 

Ruta Prioritaria 

 

No. De solicitudes Ruta 

General 

2020 1.567.293 109.055 1.458.238 



2021 1.527.490 66.188 1.461.302 

2022 744.716 26.646 718.070 

Total 3.839.499 201.889 3.637.610 

Nota: En esta tabla, se consignan el total de solicitudes recibidas por la UARIV para acceder a la reparación por 

indemnización administrativa, discriminando las solicitudes de Ruta Prioritaria y de Ruta General. Adaptado de Tabla 

152 del “Informe de Seguimiento entregado al Congreso de la República 2022-2023” por la Comisión de Seguimiento 

y Monitoreo (2023). 

 

En los años 2020, 2021 y 2022, tras la entrada en vigencia la Resolución 1049 de 2019, 

según información contenida en el acápite “Análisis cuantitativo” del Décimo Informe de 

Seguimiento entregado al Congreso de la República 2022-2023, se observa que han sido 

indemnizadas por vía administrativa 228.751 víctimas del conflicto armado interno, como se 

muestra en la Tabla 7. 

 Durante todo el procedimiento para acceder a la reparación por indemnización 

administrativa, hasta llegar a la entrega de la compensación económica, podemos evidenciar 

que podrían disminuir o aumentar las personas beneficiadas de la Ruta Prioritaria, esto ocurre 

debido a que una persona víctima puede realizar la solicitud por Ruta General y tras ser 

estudiada se determina que corresponde a Ruta Prioritaria o viceversa, igualmente, porque 

podría ocurrir que todo el procedimiento de reconocimiento no se lleve a cabo durante la misma 

vigencia en que se interpuso la solicitud, toda vez que Resolución 1049 de 2019 que contiene 

los criterios de priorización fue expedida el 15 de marzo de 2019.  

 

Tabla 7. 

 

Personas indemnizadas a través de la Ruta Prioritaria en 2020, 2021 y 2022, por criterios 

de priorización. 



 

Criterio de priorización 

 

2020 

 

2021 

 

2022 

 

Discapacidad 

 

17.413 

 

3.703 

 

7.673 

Edad 66.627 68.305 52.701 

Edad – Discapacidad 350 220 260 

Enfermedad 3.848 1.212 3.381 

Enfermedad - Discapacidad 2.085 318 261 

Enfermedad – Edad 161 72 95 

Enfermedad - Edad – Discapacidad         41 10 15 

Total 90.525 73.840 64.386 

Nota: En esta tabla, encontramos discriminadas el total de víctimas indemnizadas por vía administrativa respecto del 

criterio de priorización, enmarcado en la Ruta Prioritaria, para las vigencias 2020, 2021 y 2022. Adaptado de Tabla 

153 del “Informe de Seguimiento entregado al Congreso de la República 2022-2023” por la Comisión de Seguimiento 

y Monitoreo (2023). 

 

Para la Comisión de Seguimiento y Monitoreo, en lo expuesto en la “Variable de 

análisis: Implementación de la Resolución 1049 de 2019” del Décimo Informe de Seguimiento 

entregado al Congreso de la República 2022-2023:  

“Llama la atención, la disminución en un 49% de solicitudes en el año 2022. A 

juicio de la Comisión, esto se debe a la dificultad de acceso a los canales de 

atención dispuestos y desconocimiento de los procedimientos establecidos en 

las rutas, de acuerdo con las peticiones y quejas que se reportan en las 

entidades del Ministerio público y en los plenarios del subcomité de medidas de 

indemnización.” (2023). 

 



Conclusiones 

 

La indemnización por vía administrativa, es un procedimiento legalmente establecido, el 

cual busca proporcionar compensación económica a personas que han sufrido daños o 

perjuicios como resultado de la negligencia o violación de sus derechos en el marco del 

conflicto armado interno. Estas personas se denominan “víctimas” en los términos de la Ley de 

Víctimas y Restitución de Tierras (L. 1448, art. 3, 2011). 

La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, expidió la Resolución 

1049 de 2019, modificada por la Resolución 00582 de 2021, en cumplimiento del Auto 206 de 

2017 de la Corte Constitucional, el cual ordenó la reglamentación del procedimiento aplicable a 

las víctimas en urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad, que requieran acceder a la 

medida de reparación por indemnización administrativa bajo criterios de priorización puntuales 

y objetivos, y cuyas fases del procedimiento se deben tramitar en periodos determinados; este 

procedimiento prioritario surge en razón a que el Estado colombiano se enfrenta al desafío de 

indemnizar a un gran número de víctimas, y muchas de ellas se encuentran en debilidad 

manifiesta. 

La ruta de priorización se inicia con la solicitud expresa de la víctima, en el año 2020 se 

recibieron en total 109.055 solicitudes para acceder a la ruta prioritaria, en el año 2021 se 

recibieron 66.188 solicitudes y en el 2022 un total de 26.646. Con facilidad se puede observar 

que en el año 2021 disminuyeron las solicitudes con relación al año 2020, e igualmente en el 

año 2022 disminuyeron con relación a los dos años anteriores.  

Según los análisis realizados por la Comisión de Seguimiento y Monitoreo a la 

Implementación de la Ley 1448 de 2011 “Ley de Víctimas y Restitución de Tierras”, plasmados 

en el Décimo Informe de Seguimiento entregado al Congreso de la República 2022-2023, la 

disminución de las solicitudes para iniciar la ruta de priorización, responde a una dificultad para 

acceder a los canales de atención dispuestos por la Unidad para la Atención y Reparación 



Integral a las Víctimas, así mismo al desconocimiento de los procedimientos establecidos en 

las rutas por parte de las víctimas del conflicto armado interno. 

Desde el año 2020 al 2022 han sido indemnizadas por vía administrativa a través de la 

ruta de priorización un total de 228.751 víctimas del conflicto armado interno, como respuesta a 

las solicitudes generadas desde la entrada en vigencia de la Resolución 1049 de 2019, siendo 

la edad el criterio mayormente invocado. 

Por tanto, en lo que se observa con la resolución 1049 de 2019 modificada por la 

Resolución 00582 de 2021, las víctimas en urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad, 

beneficiarias de los criterios de priorización, han logrado acceder a esta medida en un plazo 

razonable, teniendo en cuenta la cantidad de víctimas indemnizadas a través de la ruta 

prioritaria frente al número de solicitudes, pues debemos comprender el plazo razonable con 

relación a la duración total del procedimiento aplicado desde la solicitud y hasta la última etapa 

del procedimiento, que corresponde al pago.  

No obstante, se ha registrado que más de 8 millones de víctimas se encuentran a 

espera de ser reparadas a través de indemnización por vía administrativa, lo que se prolonga 

puesto que las inscripciones en el Registro Único de Víctimas se siguen realizando, se estima 

que podríamos tardar hasta 80 años en reparar a todas las personas víctimas, por lo que es 

fundamental que se realice una mayor asignación presupuestal para la política pública de 

atención a la población víctima en las vigencias futuras. 

Vemos entonces que, los criterios de priorización para la indemnización por vía 

administrativa a víctimas del conflicto armado colombiano deben ser serios, importantes, 

valiosos y verdaderos, y en este sentido, es indispensable que se garantice por parte del 

Estado, una mejor divulgación de las medidas o bases legales que permiten a las víctimas 

acceder a la ruta de priorización, puesto que al ser un procedimiento que inicia con una 

solicitud, es fundamental que las personas a quien va dirigida la Resolución 1049 de 2019 

modificada por la Resolución 00582 de 2021, la conozcan y comprendan. 
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